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Resumen 

El caso Claude Reyes y otros vs. Chile representó un hito en el reconocimiento del acceso a la 
información pública como un derecho fundamental vinculado a la libertad de expresión. La sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2006 estableció estándares jurídicos que transformaron la 
legislación y la cultura de la transparencia en Chile. Como resultado, se promulgó la Ley N° 20 285 sobre Acceso 
a la Información Pública en 2008, fortaleciendo los mecanismos de rendición de cuentas y participación 
ciudadana. Este artículo analiza el impacto del fallo en el marco normativo, la administración pública y la cultura 
democrática, así como los desafíos pendientes para consolidar una transparencia efectiva. El texto aborda la 
evolución jurisprudencial, el efecto del caso en la región y el papel de la ciudadanía en la exigencia de acceso a la 
información. Finalmente, reflexiona acerca de la importancia de garantizar este derecho como pilar de la 
democracia y herramienta clave contra la corrupción y la opacidad gubernamental. 

Palabras clave: acceso a la información; transparencia; democracia; CIDH; Chile; jurisprudencia; 
ciencias sociales. 

 

 

Abstract 

This work addresses the case of Claude Reyes et al. versus Chile, analyzing the impact of international 

human rights law on the transformation of Chilean public law and the improvement of the quality of its 
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democratic regime, specifically regarding the right to information. The influence that the so-called inter-

American corpus iuris of human rights has had is notable, since the sentence imposed by the Inter-American 

Court of Human Rights on the State of Chile allowed profound transformations in the national legal and political 

culture. The case of Claude Reyes and others versus Chile changed the way of “seeing the exercise of power” by 

increasing the standards of the performance of public power and stimulating the increase in the duties of 

substantiating legal decisions of many bodies that make up the Public Administration of Chile and of various 

constitutional bodies. 

 

 Keywords: access to information; transparency; democracy; CIDH; Chile; jurisprudence; social 

sciences. 

 

 

Resumo 

Este trabalho aborda o caso de Claude Reyes e outros contra o Chile, analisando o impacto do direito 

internacional dos direitos humanos na transformação do direito público chileno e na melhoria da qualidade do 

seu regime democrático, em particular no que diz respeito ao direito à informação. É notável a influência que 

teve o chamado corpus iuris interamericano de direitos humanos, uma vez que a sentença imposta pela Corte 

Interamericana de Direitos Humanos ao Estado do Chile permitiu profundas transformações na cultura jurídica 

e política nacional. O caso de Claude Reyes e outros contra o Chile mudou a forma de “ver o exercício do poder”, 

aumentando os padrões de atuação do poder público e estimulando o aumento dos deveres de fundamentar as 

decisões de muitos órgãos que compõem a Administração Público do Chile e de vários órgãos constitucionais. 

 

Palavras-chave: acesso à informação; transparência; democracia; CIDH; Chile; jurisprudência; 

ciências sociais. 

 

 

Introducción  

En el marco de las relaciones internacionales, los Estados diseñan su política exterior 

para maximizar sus beneficios y minimizar sus riesgos con el fin de alcanzar sus objetivos 

estratégicos (Velázquez, 2007, pp. 33-37). Para cumplir con estos objetivos, es fundamental 

contar con enfoques analíticos que proporcionen herramientas efectivas para comprender los 

fenómenos internacionales. El constructivismo, como perspectiva teórica, ofrece un marco útil 

para analizar cómo las interacciones sociales y las estructuras internas de los Estados influyen 

en sus comportamientos en el escenario global. 

 

El derecho de acceso a la información pública se ha consolidado como uno de los pilares 

fundamentales de las democracias modernas al promover la transparencia, la rendición de 

cuentas y la participación activa de la ciudadanía en los asuntos públicos. La democracia 

requiere de mecanismos que garanticen la transparencia y el acceso a la información, lo que 

fortalece el vínculo entre gobernantes y gobernados (Bobbio, 1996). Este derecho no solo es un 

medio para fiscalizar la gestión estatal, sino también una herramienta esencial para fortalecer 

los procesos democráticos y garantizar la vigencia de los derechos humanos. La formación de 

una opinión pública crítica depende del acceso libre y equitativo a la información, lo cual es 

vital para el ejercicio pleno de la democracia (Habermas, 2006). 

 

En el contexto chileno, este principio adquirió especial relevancia a partir de la 

emblemática sentencia del caso Claude Reyes y Otros vs. Chile, emitida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en 2006. Este fallo no solo posicionó a Chile en el 
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centro del debate sobre transparencia en América Latina, sino que también estableció 

estándares internacionales vinculantes que han transformado la relación entre el Estado y sus 

ciudadanos. 

 

El caso Claude Reyes y Otros surgió como respuesta a la negativa del Estado chileno de 

entregar información relacionada con un proyecto de explotación forestal. Esta negativa, que 

inicialmente parecía un caso aislado, se convirtió en un símbolo de las tensiones existentes 

entre las prácticas estatales de secretismo y las crecientes demandas ciudadanas por 

transparencia. La CIDH, al emitir su fallo, declaró que el acceso a la información pública es un 

derecho humano fundamental, derivado del derecho a la libertad de expresión consagrado en el 

artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CIDH, 2006). Este 

reconocimiento marcó un punto de inflexión en la historia del derecho público chileno al sentar 

las bases para una cultura institucional de máxima divulgación y transparencia. 

 

En el ámbito jurídico, la sentencia estableció principios clave que han influido 

significativamente en la jurisprudencia y la legislación chilena. Entre ellos destacan el principio 

de máxima divulgación, que presume que toda información en poder del Estado es pública 

salvo excepciones justificadas, y la obligación estatal de garantizar el acceso a la información 

mediante mecanismos claros, accesibles y eficaces. Asimismo, la Corte subrayó la importancia 

de la revisión judicial como un medio para proteger este derecho frente a posibles abusos o 

restricciones arbitrarias. Estos principios, que en su momento representaron un desafío para 

las prácticas administrativas tradicionales, han sido incorporados progresivamente en el marco 

normativo chileno. La promulgación de la Ley N° 20 285 sobre Acceso a la Información Pública 

en 2008 consolidó este marco legal, tal como se ha señalado en el análisis sobre la publicidad 

constitucional como eje de la democracia (Viera-Gallo, 2009). Este marco ha permitido 

implementar herramientas eficaces para garantizar la transparencia, destacando la importancia 

de esta legislación como un pilar fundamental del derecho público contemporáneo en Chile. 

 

Desde una perspectiva democrática, el impacto del caso Claude Reyes y Otros 

trasciende el ámbito jurídico al transformar la cultura política y la percepción pública sobre el 

rol del Estado. La transparencia, anteriormente vista como un ideal abstracto, se ha convertido 

en un requisito esencial para la legitimidad de las instituciones públicas. La ciudadanía, 

empoderada por herramientas legales y tecnológicas, ha adoptado un rol más activo en la 

supervisión de los asuntos públicos, exigiendo mayores niveles de rendición de cuentas y 

participación. En este sentido, el caso Claude Reyes fortaleció la relación entre el Estado y los 

ciudadanos al establecer la transparencia como un principio democrático indispensable (Peña, 

2017). Asimismo, el acceso a la información no solo fomenta la rendición de cuentas, sino que 

también actúa como un catalizador para una transformación cultural que promueve una 

gobernanza más inclusiva y participativa (Squella, 2016). 

 

Sin embargo, a pesar de los avances logrados, el derecho de acceso a la información 

pública en Chile enfrenta desafíos significativos: persisten barreras administrativas y una falta 

de capacitación en el personal encargado de manejar solicitudes de información (Salinas 

Burgos, 2017). Asimismo, las desigualdades en el acceso a herramientas digitales afectan 

especialmente a sectores rurales y marginalizados, dificultando su participación en el sistema 

de transparencia. Datos recientes muestran que el 25 % de las solicitudes de información 
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pública provienen de zonas urbanas, mientras que solo un 5 % corresponde a áreas rurales 

(Consejo para la Transparencia, 2023). Además, algunas instituciones públicas aún mantienen 

prácticas que dificultan el ejercicio pleno de este derecho, como tiempos de respuesta 

prolongados y negativas injustificadas. Estos desafíos evidencian la necesidad de un monitoreo 

constante y de reformas adicionales que aseguren la universalidad de su aplicación y 

fortalezcan la confianza ciudadana en las instituciones. 

 

En este contexto, el presente artículo tiene como propósito analizar de manera integral 

el impacto de la sentencia Claude Reyes y Otros vs. Chile en la democracia, la transparencia y el 

derecho público chileno. Para ello, el texto examinará los antecedentes y principios jurídicos 

establecidos por el fallo, su implementación en el marco normativo nacional y su influencia en 

la cultura política y la participación ciudadana. Asimismo, evaluará los efectos tangibles de esta 

transformación a través de estadísticas de solicitudes de información pública y reflexionará 

acerca de los desafíos pendientes para consolidar un entorno democrático plenamente 

transparente y participativo. 

 

De esta forma, se busca aportar a la comprensión del legado de Claude Reyes en el 

fortalecimiento de las instituciones democráticas y en la construcción de una ciudadanía más 

informada y comprometida, reafirmando la importancia del acceso a la información como un 

derecho humano esencial en el contexto de las sociedades contemporáneas. 

 

Metodología  

El presente estudio adopta un enfoque cualitativo basado en el análisis documental, 

normativo y jurisprudencial, y utiliza un método analítico-descriptivo que permite examinar el 

caso Claude Reyes y otros vs. Chile y su impacto en el derecho de acceso a la información 

pública en Chile y América Latina. Para ello, el artículo se fundamenta en las siguientes 

estrategias metodológicas: 

 

1. Análisis normativo: examina la evolución del marco legal chileno sobre acceso a la 

información pública antes y después del fallo de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH). En particular, analiza la Ley N° 20 285 sobre Acceso a 

la Información Pública, promulgada en 2008, así como su implementación y 

efectividad en la práctica. 

 

2. Análisis jurisprudencial: estudia la sentencia de la CIDH en el caso Claude Reyes y 

otros vs. Chile y su relación con fallos posteriores en Chile y América Latina. Se 

identifican los principios jurídicos fundamentales establecidos en esta decisión y su 

influencia en la jurisprudencia sobre transparencia y acceso a la información. 

 
3. Revisión doctrinal: se lleva a cabo una revisión de literatura académica, estudios 

jurídicos y publicaciones especializadas en materia de acceso a la información y 

transparencia y se incluyen fuentes de revistas indexadas y doctrina relevante para 

contrastar diferentes perspectivas teóricas sobre el impacto del caso. 
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4. Análisis comparado: contrasta los efectos del fallo en Chile con otras decisiones 

relevantes de la CIDH en materia de acceso a la información pública en la región. 

Este análisis busca determinar si el caso Claude Reyes ha servido como referencia 

para el desarrollo de estándares de transparencia en América Latina. 

 

Esta metodología permite abordar el impacto del fallo desde una perspectiva integral, 

considerando su influencia en la legislación, la cultura jurídica y la participación ciudadana. 

Asimismo, facilita la identificación de los desafíos pendientes en la implementación efectiva del  

derecho de acceso a la información en Chile. 

 

El derecho a la información como pilar democrático  

El acceso a la información es un pilar fundamental de cualquier sistema democrático, 

ya que permite que los ciudadanos ejerzan su derecho a participar activamente en los asuntos 

públicos. Como afirman Alexander Hamilton y James Madison en El Federalista (1788), “una 

democracia sólida depende de ciudadanos informados, capaces de evaluar las decisiones 

públicas y exigir responsabilidades a sus gobernantes” (p. 45). Esta concepción, que ha sido un 

principio fundamental en la tradición democrática estadounidense, resuena con las ideas 

contemporáneas sobre la importancia de la transparencia en las democracias modernas. 

 

Jürgen Habermas (2006), por su parte, profundiza en este concepto al señalar que “la 

transparencia no solo fomenta el debate público, sino que también fortalece la legitimidad de 

las instituciones al reducir las asimetrías de poder” (p. 89). Habermas destaca cómo la apertura 

de la información gubernamental permite a los ciudadanos participar en un espacio público 

deliberativo, un proceso que es esencial para el funcionamiento efectivo de la democracia. 

 

En el contexto chileno, el caso Claude Reyes ilustró cómo el derecho de acceso a la 

información puede ser utilizado como una herramienta para empoderar a la ciudadanía y 

garantizar que el poder político sea ejercido de manera responsable. La Corte Interamericana 

de Derechos Humanos no solo subrayó la importancia de la transparencia para fortalecer la 

democracia, sino que también reconoció que la denegación de información pública viola 

derechos fundamentales, como el derecho a la libertad de expresión. La sentencia tuvo un 

impacto significativo en la forma en que los ciudadanos y las instituciones públicas interactúan, 

transformando la cultura política chilena. 

 

Tal como lo menciona José Antonio Viera-Gallo (2015), “la condena de la Corte 

Interamericana, al vincular la transparencia con el derecho a la información, ha sido clave para 

que los ciudadanos entiendan que este acceso es un derecho básico para el ejercicio pleno de la 

democracia” (p. 175). 

 

El fallo de la Corte Interamericana también implicó un cambio de paradigma en la 

administración pública chilena. En lugar de un enfoque tradicionalmente cerrado y jerárquico, 

se comenzó a promover una relación más horizontal entre el Estado y sus ciudadanos. En este 

sentido, “la sentencia permitió que el derecho a la información no fuera solo un principio 

abstracto, sino una herramienta concreta para que la ciudadanía pudiera ejercer su control 

sobre el poder” (Barros, 2017). 
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Esta transformación no se limitó al ámbito legal, sino que se extendió a las prácticas 

cotidianas de las instituciones públicas, las cuales comenzaron a entender que la transparencia 

es un deber que trasciende la simple obligación normativa. Además, el impacto del caso Claude 

Reyes no se restringió a las fronteras de Chile, sino que tuvo un efecto contagioso en la región. 

 

En palabras de Miguel Ángel Fernández González (2016), “el caso Claude Reyes fue un 

faro para otros países de América Latina, mostrando que el derecho de acceso a la información 

puede ser un motor de democratización y fortalecimiento de las instituciones” (p. 259). De esta 

manera, el caso se convirtió en un referente crucial para el diseño de políticas públicas más 

transparentes y para el fortalecimiento de las instituciones democráticas en toda la región. 

 

El caso Claude Reyes vs. Chile: un precedente jurídico histórico  

El caso Claude Reyes y otros vs. Chile es un hito en el derecho internacional de los 

derechos humanos, ya que estableció por primera vez que el acceso a la información pública es 

un derecho fundamental vinculado a la libertad de expresión. Este caso, resuelto por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2006, sentó precedentes clave para el 

reconocimiento y garantía de la transparencia como pilar de los sistemas democráticos. 

 

El caso tuvo origen en una solicitud realizada en 1998 por Claude Reyes, Arturo 

Longueira y Sebastián Cox, quienes, como miembros de una organización de la sociedad civil, 

solicitaron al Comité de Inversiones Extranjeras de Chile información sobre un proyecto de 

explotación forestal llevado a cabo por una empresa estadounidense. La solicitud fue denegada 

sin una justificación adecuada, lo que llevó a los solicitantes a recurrir a instancias nacionales 

para exigir acceso a la información. Ante la falta de respuesta efectiva en el ámbito interno, los 

demandantes llevaron el caso a la CIDH, alegando que la denegación violaba el derecho a la 

libertad de expresión y el acceso a la información. 

 

En su sentencia, la CIDH determinó que el artículo 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, la cual protege la libertad de expresión, incluye implícitamente el derecho 

de acceso a la información en poder del Estado. Según el tribunal, este derecho tiene una doble 

dimensión: permitir a los ciudadanos acceder a información pública y garantizar la posibilidad 

de difundirla para fomentar el debate democrático. En palabras de la CIDH (2006), “la 

transparencia es un requisito indispensable para el fortalecimiento de la democracia y la 

garantía de los derechos humanos” (párr. 86). 

 

Entre los principios fundamentales establecidos por la CIDH en este fallo se encuentran: 

 

1. Presunción de máxima divulgación: toda información en poder del Estado debe ser 

accesible al público, salvo que existan excepciones justificadas por razones 

legítimas, como la seguridad nacional o la protección de la privacidad. 

 

2. Obligación de garantizar el acceso a la información: los Estados deben implementar 

procedimientos claros y accesibles para que los ciudadanos puedan solicitar y 

obtener información pública de manera efectiva. 
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3. Deber de fundamentar las restricciones: cualquier negativa a proporcionar 

información debe estar fundamentada y cumplir con criterios estrictos de 

proporcionalidad y necesidad. 

 
4. Transparencia como instrumento para el control del poder: la CIDH destacó que el 

acceso a la información fortalece el control ciudadano sobre las instituciones 

públicas y reduce el riesgo de corrupción. 

 

La sentencia también subrayó la importancia de la publicidad activa, es decir, que los 

Estados no solo respondan a solicitudes de información, sino que también promuevan la 

difusión proactiva de datos relevantes para la ciudadanía. Como señala Fernández González 

(2016), “el caso Claude Reyes representa un punto de inflexión al incorporar estándares 

internacionales de transparencia en la región, obligando a los Estados a revisar sus 

legislaciones y prácticas en torno a este derecho” (p. 272). 

 

En el contexto chileno, esta sentencia tuvo un impacto significativo. La presión 

internacional derivada del caso contribuyó a la promulgación de la Ley N° 20 285 sobre Acceso 

a la Información Pública en 2008, que estableció mecanismos específicos para garantizar el 

derecho a la información. Según Covarrubias Cuevas (2015), “el fallo de la CIDH no solo sentó 

las bases para una legislación más robusta, sino que también modificó el comportamiento 

institucional al exigir estándares más altos de transparencia” (p. 283). 

 

El fallo también tuvo un efecto ripple en otros países de América Latina, donde inspiró 

reformas legales y fortaleció movimientos sociales que abogaban por mayor transparencia. En 

palabras de Salinas Burgos (2020), “el caso Claude Reyes marcó el inicio de una nueva era en la 

jurisprudencia interamericana, al reconocer el acceso a la información como una herramienta 

fundamental para la participación ciudadana y la rendición de cuentas” (p. 212). La relevancia 

de este caso no solo radica en sus implicancias jurídicas, sino también en sus efectos en la 

relación entre el Estado y la ciudadanía. Al exigir a los Estados un estándar más alto de 

transparencia, la CIDH contribuyó a empoderar a los ciudadanos y a reforzar la legitimidad de 

las instituciones democráticas. 

 

En definitiva, el caso Claude Reyes vs. Chile es mucho más que una sentencia judicial; 

es un llamado a los Estados para transformar sus prácticas y garantizar que el acceso a la 

información pública sea una realidad tangible. Como lo expresó Zapata (2018), “el legado de 

Claude Reyes no solo reside en los textos legales que inspiró, sino en el cambio cultural que 

promovió, donde la transparencia se reconoce como un derecho y una responsabilidad 

compartida entre el Estado y la sociedad” (p. 10). Este caso sigue siendo un referente en el 

derecho internacional, recordándonos que la democracia florece cuando se construye sobre los 

pilares de la información y la participación ciudadana. 

 

La CIDH y la condena a Chile: implicaciones legales y sociales  

La sentencia de la CIDH en el caso Claude Reyes y otros vs. Chile ha tenido un impacto 

trascendental no solo en el marco jurídico de los derechos humanos, sino también en la cultura 
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democrática y en las prácticas de transparencia en Chile. En este fallo, la CIDH condenó al 

Estado chileno por la denegación de acceso a la información pública, al considerar que esta 

violación constituía una infracción directa al derecho a la libertad de expresión, protegido por 

el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CIDH, 2006). De acuerdo 

con Habermas (2006), “el acceso a la información es una condición necesaria para el ejercicio 

pleno de la participación ciudadana, ya que permite la formación de una opinión pública 

crítica” (p. 256). En este contexto, el fallo refuerza la idea de que la información pública no solo 

es un bien para los individuos, sino un recurso esencial para el fortalecimiento de la 

democracia. 

 

En la sentencia, la CIDH enfatizó que el derecho de acceso a la información tiene 

implicaciones colectivas, ya que permite a los ciudadanos no solo formarse opiniones 

informadas, sino también supervisar y controlar la gestión pública. En ese sentido, este fallo no 

se limitó a una interpretación estricta del derecho, sino que amplió su alcance al establecer que 

los Estados deben implementar mecanismos efectivos para garantizar el acceso a la 

información pública, excluyendo solo aquellos casos donde la confidencialidad de la 

información esté debidamente justificada por razones excepcionales, como la seguridad 

nacional o la protección de la intimidad personal (CIDH, 2006). Esto se alinea con lo señalado 

por Covarrubias Cuevas (2015), quien observa que “la condena no solo transformó el marco 

normativo chileno, sino que también introdujo un estándar ético que redefine la relación entre 

el ciudadano y el Estado, colocando la transparencia como un deber ineludible” (párr. 87). 

 

Además de sus implicaciones jurídicas, la condena a Chile tiene un profundo impacto 

en la lucha contra la corrupción y el fortalecimiento de la democracia. Según Salinas Burgos 

(2013), “la condena a Chile es un recordatorio de que la transparencia es una herramienta 

indispensable para reducir las asimetrías de poder y promover una rendición de cuentas 

efectiva” (p. 271). En este sentido, la sentencia subraya que el acceso a la información pública 

es una herramienta clave para fortalecer las instituciones democráticas, permitiendo que los 

ciudadanos participen activamente en la supervisión del poder público y exijan rendición de 

cuentas. La transparencia, como destaca Salinas Burgos (2018), es esencial para combatir la 

corrupción, ya que facilita la fiscalización y el control social sobre las acciones 

gubernamentales, lo que aumenta la confianza en las instituciones y promueve un ambiente de 

mayor legitimidad en la gestión pública. 

 

Una de las dimensiones más relevantes del fallo es su impacto en la cultura política 

chilena. Tradicionalmente, el acceso a la información había sido visto como un privilegio y no 

como un derecho universal de la ciudadanía. El caso Claude Reyes rompió con este paradigma, 

colocando la transparencia como una obligación legal y ética para el Estado. Este cambio no 

solo se refleja en la legislación, sino también en las prácticas administrativas. En este sentido, 

la Ley N° 20 285 sobre Acceso a la Información Pública, promulgada en 2008, fue una 

respuesta directa a esta condena, implementando mecanismos de divulgación activa y de 

acceso a la información pública, lo que permitió a la ciudadanía ejercer un mayor control sobre 

el Gobierno. 

 

La sentencia también sirvió como un precedente para otros países de la región, los 

cuales comenzaron a adoptar normativas más estrictas sobre el acceso a la información pública. 
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Como señaló Viera-Gallo (2009), “el derecho a la información es la base de una democracia 

genuina, pues permite que los ciudadanos puedan ejercer el control sobre el ejercicio del poder, 

haciendo de la transparencia un medio de fortalecimiento de la legitimidad democrática” (p. 

63). De este modo, la condena a Chile tiene una dimensión internacional, pues ha servido de 

modelo para la incorporación del derecho a la información como pilar fundamental en los 

sistemas democráticos de América Latina. 

 

Por último, el impacto social de esta sentencia no puede ser subestimado: Al garantizar 

el acceso a la información pública, la CIDH reforzó la idea de que la ciudadanía no es solo un 

receptor pasivo de las políticas del Estado, sino un actor activo en la construcción del Estado 

democrático. La transparencia, al estar vinculada a la participación ciudadana, promueve un 

nuevo tipo de ciudadanía, más consciente de sus derechos y más exigente con el poder. Como lo 

señala Peña (2017), “la transparencia es el puente que conecta la acción del Estado con las 

expectativas de la ciudadanía, transformando la democracia en una práctica inclusiva y 

participativa” (p. 6). 

 

Jurisprudencia posterior: hacia la máxima divulgación en Chile 

El caso Claude Reyes y otros vs. Chile no solo impulsó un cambio inmediato en la 

normativa chilena, sino que también marcó el inicio de una evolución jurisprudencial que 

consolidó principios clave, como la máxima divulgación y la publicidad activa en el acceso a la 

información pública. El fallo de la Corte Interamericana, al subrayar que el acceso a la 

información es un derecho fundamental vinculado a la libertad de expresión, llevó a Chile a 

modificar significativamente su marco legal. En 2008, el país promulgó la Ley N° 20 285 sobre 

Acceso a la Información Pública, la cual institucionalizó el derecho de acceso a la información y 

estableció el Consejo para la Transparencia como una autoridad independiente para supervisar 

su cumplimiento. Esta legislación respondió directamente a las recomendaciones de la Corte, 

las cuales abogaban por un modelo de gobernanza más abierto y participativo. Viera-Gallo 

(2009) señala que esta ley “representa una respuesta directa a las recomendaciones de la Corte, 

promoviendo un modelo de gobernanza más abierto y participativo” (p. 181). 

 

La promulgación de esta ley no fue un evento aislado, sino que se enmarcó dentro de un 

proceso más amplio de consolidación de principios de transparencia en la legislación y en la 

jurisprudencia chilena. El Tribunal Constitucional, en su sentencia Rol N° 2246-2012, reafirmó 

que la transparencia es un principio inherente al Estado de derecho y que cualquier limitación 

al acceso a la información pública debe ser proporcional y estar debidamente justificada por 

razones legítimas. Fernández (2015), destaca que “estas decisiones judiciales reflejan un 

compromiso progresivo con los estándares internacionales, transformando la transparencia de 

un ideal abstracto a una realidad tangible en el sistema legal chileno” (p. 268). Este enfoque 

garantiza que las excepciones al acceso a la información no sean utilizadas de manera 

arbitraria, sino que respondan a criterios estrictos y proporcionales, lo que asegura que el 

derecho a la transparencia sea efectivamente protegido. 

 

El caso Claude Reyes no solo tuvo un impacto profundo a nivel nacional, sino que 

también influyó de manera significativa en la región. Peña (2014) sostiene que “el caso Claude 

Reyes tuvo un efecto expansivo en América Latina, inspirando reformas legales y culturales que 
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han fortalecido la rendición de cuentas y la confianza pública en las instituciones”. Este efecto 

expansivo se ha manifestado en la adopción de leyes similares en otros países 

latinoamericanos, los cuales han comenzado a reconocer el derecho de acceso a la información 

como un pilar fundamental de la democracia. A medida que las naciones de la región adoptan 

reformas orientadas hacia la transparencia, el caso Claude Reyes ha servido como un referente 

para la construcción de sistemas de rendición de cuentas más abiertos y participativos. 

 

En este contexto, es relevante observar cómo los principios de máxima divulgación y la 

publicidad activa, establecidos por el fallo de la Corte, han influido en la cultura política y 

administrativa de Chile. Estos principios exigen que el Gobierno no solo responda a las 

solicitudes de información de los ciudadanos, sino que también publique proactivamente los 

datos relevantes para asegurar una ciudadanía informada y activa. Este enfoque preventivo 

busca evitar que las administraciones públicas mantengan información relevante en reserva sin 

justificación y fomenta una relación más fluida y transparente entre el Estado y la sociedad. 

 

La consolidación de estos principios en la jurisprudencia y en la legislación chilena ha 

transformado la transparencia en una obligación del Estado, no solo como una medida reactiva 

ante las demandas ciudadanas, sino como un principio fundamental que orienta las prácticas 

administrativas. Este avance ha sentado las bases para una democracia más sólida y 

participativa, donde los ciudadanos pueden ejercer su derecho de acceso a la información como 

una herramienta para la fiscalización y el control del poder público. 

Transparencia y participación ciudadana: el derecho de acceso a la 
información  

La transparencia y el acceso a la información pública constituyen un elemento esencial 

para el fortalecimiento de las democracias contemporáneas. Según Fung (2013), “la democracia 

efectiva requiere que los ciudadanos tengan acceso a la información gubernamental de manera 

clara y oportuna, lo que permite la participación informada y la rendición de cuentas” (p.50), 

destacando la importancia de este derecho para garantizar una participación activa y 

fundamentada. El acceso a la información no es simplemente un mecanismo técnico, sino un 

derecho fundamental que sostiene el principio democrático de la publicidad, entendido como la 

capacidad de escrutinio público sobre las decisiones del poder. 

 

Este derecho permite que los ciudadanos puedan evaluar, criticar y proponer acciones 

sobre la gestión pública, contribuyendo así al fortalecimiento de la democracia. En palabras de 

Viera-Gallo (2009), “el principio constitucional de publicidad transforma la relación entre el 

Estado y la sociedad, al desmantelar las estructuras de secretismo y opacidad propias de 

sistemas autoritarios”. Esto implica no solo la apertura de datos e información, sino también la 

creación de canales efectivos que permitan el ejercicio de derechos fundamentales. 

 

Bauman (2017) argumenta que, en la sociedad contemporánea, “la transparencia es un 

elemento clave para la confianza pública y la estabilidad democrática” (p. 52). En su análisis 

sobre la modernidad líquida, este autor también destaca que la información fluye de manera 

incontrolable, y que garantizar el acceso equitativo a ella es esencial para evitar la 

concentración del poder y la manipulación de la opinión pública. 
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El caso chileno presenta un escenario paradigmático tras la sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso Claude Reyes vs. Chile, en el cual se reconoció 

por primera vez a nivel internacional que el derecho de acceso a la información pública es un 

derecho humano. Como lo señala Fernández (2015), “este fallo marcó un hito al establecer que 

la transparencia es un elemento intrínseco del derecho a la libertad de expresión y, por tanto, 

esencial para la consolidación de sistemas democráticos”. Este precedente impulsó la adopción 

de la Ley N° 20 285 sobre Acceso a la Información Pública en 2008, que reguló formalmente el 

derecho a la información en Chile. 

 

El impacto de la Ley N° 20 285 no solo se limitó al plano jurídico, sino que también 

promovió transformaciones culturales. Según Peña (2014), “la democracia en Chile ha 

evolucionado hacia un modelo más transparente, donde la participación ciudadana es 

potenciada por un acceso amplio a la información pública” (p. 52). Esta ley ha permitido a la 

ciudadanía acceder a datos relevantes sobre el uso de recursos públicos, el diseño de políticas y 

la implementación de programas sociales, fomentando así un ambiente de mayor rendición de 

cuentas. 

 

No obstante, la implementación de este derecho enfrenta desafíos. Como señala García 

Barzelatto (2018), “si bien el marco normativo ha avanzado significativamente, subsisten 

barreras en términos de accesibilidad, desigualdad digital y reticencia institucional” (p.196), las 

cuales reflejan la necesidad de fortalecer tanto las capacidades institucionales como la 

educación cívica, para garantizar que la ciudadanía pueda ejercer plenamente este derecho. 

 

Desde una perspectiva histórica, Hamilton y Madison (1788) ya habían advertido sobre 

la importancia de la transparencia como principio para controlar los abusos del poder. Según 

estos autores, “la publicidad de las acciones del gobierno es una de las herramientas más 

efectivas para limitar la corrupción y garantizar que las instituciones actúen en beneficio del 

interés público” (p.40). Este argumento sigue siendo vigente en contextos modernos, donde la 

opacidad y la falta de acceso a la información aún representan riesgos significativos para la 

democracia. 

 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional chileno ha reforzado estos principios: en 

la sentencia Rol N° 2246-2012, el tribunal afirmó que “el acceso a la información pública es un 

principio constitucional que garantiza el ejercicio de otros derechos fundamentales, como la 

libertad de expresión y el control ciudadano sobre el poder”. Salinas Burgos (2017) destaca que 

este tipo de pronunciamientos ha sido crucial para consolidar una cultura de transparencia en 

el país. 

Estadísticas de participación y solicitudes de información pública  

El impacto del caso Claude Reyes también se puede observar de manera contundente 

en términos cuantitativos. Desde la promulgación de la Ley N° 20 285 sobre Acceso a la 

Información Pública en 2008, el número de solicitudes de acceso a la información ha 

experimentado un crecimiento exponencial, pasando de menos de 10 000 solicitudes en 2009 a 

más de 100 000 en 2022, según los datos del Consejo para la Transparencia (2023). Este 

aumento no solo es un indicador de una mayor conciencia ciudadana sobre el derecho de 

acceso a la información, sino también un reflejo de la creciente demanda de responsabilidad y 
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transparencia por parte de las instituciones públicas. Los ciudadanos, empoderados por la 

sentencia y la legislación, han comenzado a utilizar este derecho de manera más activa, lo que 

evidencia un cambio sustancial en la cultura política del país. 

 

Correa Sutil (2015) explica que “las cifras evidencian que el acceso a la información no 

es un derecho estático, sino una herramienta dinámica que empodera a los ciudadanos y 

fomenta la participación activa en los asuntos públicos” (p. 84). La notable expansión en la 

cantidad de solicitudes de información pública subraya cómo este derecho ha dejado de ser 

solo un principio constitucional para convertirse en una herramienta tangible de control 

ciudadano. Los ciudadanos no solo reclaman información de las instituciones, sino que están 

más involucrados en el escrutinio de las políticas públicas y en la toma de decisiones 

relacionadas con la gestión del Estado. 

 

Por otro lado, el fortalecimiento de las plataformas digitales ha jugado un papel 

fundamental en la democratización del acceso a la información. La digitalización ha permitido 

reducir significativamente las barreras logísticas, como la distancia y el tiempo, lo que ha 

facilitado el acceso a la información a personas de todas las regiones del país, incluyendo 

aquellas en áreas rurales y marginadas. De acuerdo con García Barzelatto (2014), “la 

implementación de estas plataformas ha democratizado el acceso, haciendo que la información 

esté al alcance de todos, sin distinción de ubicación geográfica ni condición social” (p. 195). 

Este acceso equitativo ha sido crucial para garantizar que todos los ciudadanos, 

independientemente de su origen, tengan las mismas oportunidades para participar en el 

debate público. 

 

Este crecimiento no solo es numérico, sino que también está ligado a un cambio 

cultural profundo. La transparencia, como principio, ha pasado de ser un derecho formal a un 

eje central de la interacción entre la sociedad y el Estado. Como señala Fernández González 

(2016), “la creciente demanda de información por parte de los ciudadanos demuestra que la 

transparencia ya no es solo una preocupación de los sectores más críticos, sino una necesidad 

para toda la ciudadanía”. El caso Claude Reyes y su impacto legislativo han generado una 

cultura de mayor rendición de cuentas, convirtiendo a la información pública en un bien 

común y un derecho del pueblo chileno. 

 

La magnitud del cambio no puede ser subestimada: de acuerdo con la Ley N° 20 285 y 

las resoluciones emitidas por el Consejo para la Transparencia, más de un millón de 

documentos han sido puestos a disposición del público en plataformas de acceso en línea desde 

la implementación de la ley. Esto ha incrementado notablemente la percepción pública de que 

el Gobierno es más accesible, transparente y dispuesto a rendir cuentas. En palabras del 

académico Salinas Burgos (2015), “el aumento exponencial de solicitudes refleja un cambio de 

paradigma, en el que la transparencia ya no es solo un tema judicial, sino un ejercicio de 

convivencia democrática y participación activa” (p. 220).  
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Impacto cultural y político del caso Claude Reyes  

Más allá de sus implicaciones legales, el caso Claude Reyes y otros vs. Chile generó un 

cambio profundo en la cultura política y administrativa del país. Antes de la sentencia, el 

secretismo y la opacidad dominaban la relación entre las instituciones públicas y los 

ciudadanos, lo que perpetuaba una desconfianza estructural hacia el Estado y limitaba la 

participación efectiva en los asuntos públicos. La información pública se consideraba un 

recurso restringido y la accesibilidad a los datos gubernamentales se veía como un favor más 

que un derecho. Sin embargo, el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

marcó el inicio de una transformación cultural que promovió la apertura, la transparencia y la 

responsabilidad en la gestión pública. Este cambio no solo implicó una reforma de las leyes, 

sino que también reconfiguró la manera en que las instituciones públicas se relacionan con la 

sociedad. 

 

Covarrubias (2017) señala que “el caso no solo obligó a las instituciones a reformar sus 

prácticas, sino que también empoderó a los ciudadanos al hacer de la transparencia una 

herramienta efectiva para el control del poder” (p. 271). Este empoderamiento ciudadano no se 

limitó a un derecho teórico, sino que se tradujo en una participación activa e informada en los 

procesos de toma de decisiones. La obligación de proporcionar acceso a la información 

transformó a los ciudadanos en actores más involucrados en la fiscalización de la gestión 

pública, fomentando una cultura de mayor exigencia en cuanto a la rendición de cuentas. 

 

En términos administrativos, el impacto de la sentencia se reflejó en la creación de 

mecanismos concretos como los portales de transparencia activa, los cuales obligan a las 

instituciones públicas a divulgar información relevante de manera proactiva y accesible. Estos 

portales, junto con la implementación de sistemas de acceso en línea, facilitaron la 

participación ciudadana al permitir que los ciudadanos pudieran acceder a la información en 

cualquier momento y de manera sencilla. Salinas Burgos (2018) destaca que “el legado de 

Claude Reyes radica en su capacidad para trascender las barreras normativas y transformar las 

prácticas cotidianas de la administración pública” (p. 222). La transformación no solo se dio en 

el ámbito legal, sino que permeó la cultura institucional, en la cual los funcionarios públicos 

comenzaron a considerar la transparencia como un principio ineludible en su trabajo diario. 

 

Además, este cambio cultural también tuvo un efecto en la relación entre los 

ciudadanos y las instituciones públicas. Como lo plantea Viera-Gallo (2009), “la transparencia 

no solo genera mayor confianza en las instituciones, sino que también fortalece el vínculo entre 

el Estado y la sociedad, haciendo del Gobierno una entidad más accesible y responsable ante 

sus ciudadanos”. La percepción pública comenzó a evolucionar y las instituciones públicas, al 

ver la mayor participación y el mayor escrutinio de la ciudadanía, se vieron forzadas a ser más 

eficientes y responsables. 

 

La creación de estos mecanismos digitales y de acceso público fue también una 

respuesta a la necesidad de mayor eficacia en la gestión pública, lo que a su vez contribuyó a 

una mayor legitimidad del Gobierno y a la consolidación de la democracia. El principio de 

máxima divulgación, instaurado por el fallo, fue fundamental para eliminar las barreras 

burocráticas que limitaban el acceso a la información y, al mismo tiempo, para asegurar que la 

ciudadanía tuviera los medios para influir en las decisiones políticas. Este principio, que obliga 
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a los Gobiernos a proporcionar la mayor cantidad de información posible, resultó en un 

fortalecimiento de los mecanismos de control democrático. 

 

En este sentido, el jurista Carlos Peña (2014) resalta que “el caso Claude Reyes no solo 

modificó la legislación sobre acceso a la información, sino que también propició un cambio en 

la cultura política, donde la ciudadanía se siente más empoderada y el Gobierno es percibido 

como más abierto y accountable” (p. 46). Este cambio cultural ha sido gradual, pero 

significativo, y ha generado una base sólida para continuar avanzando en la consolidación de 

una democracia más robusta y participativa. 

 

Conclusión  

El caso Claude Reyes y otros vs. Chile marca un antes y un después en el desarrollo del 

derecho de acceso a la información en América Latina y, en particular, en Chile. Su relevancia 

no solo radica en los principios jurídicos establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH), sino también en el impacto cultural, político y social que ha generado en el 

país y la región. Este caso puso de manifiesto que la transparencia no es simplemente una 

cualidad deseable en un sistema democrático, sino una obligación estatal fundamental que 

asegura la participación ciudadana, la rendición de cuentas y el fortalecimiento de la 

legitimidad institucional. 

 

El fallo de la CIDH en 2006 no solo responsabilizó al Estado chileno por negar 

información pública, sino que estableció estándares claros que trascienden las fronteras 

nacionales. La exigencia de que los Estados implementen mecanismos efectivos para garantizar 

el acceso a la información pública se convirtió en una herramienta esencial para combatir la 

corrupción, promover la confianza en las instituciones y reducir las asimetrías de poder entre el 

Gobierno y los ciudadanos. Como se argumenta a continuación, “la transparencia es el puente 

que conecta la acción del Estado con las expectativas de la ciudadanía, transformando la 

democracia en una práctica inclusiva y participativa” (Peña, 2017). 

 

En Chile, la respuesta a esta condena internacional no se limitó a una mera reforma 

normativa. La promulgación de la Ley N° 20  285 sobre Acceso a la Información Pública en 

2008 y la creación del Consejo para la Transparencia representaron un compromiso concreto 

con los principios de máxima divulgación y publicidad activa. Estas acciones han permitido no 

solo cumplir con los estándares establecidos por la Corte, sino también fomentar una cultura 

de transparencia que transforma la relación entre el Estado y sus ciudadanos, tal y como hace 

mención el académico Agustín Squella (2016), “la institucionalización del acceso a la 

información pública fortalece el control ciudadano sobre el poder, asegurando una democracia 

más transparente y participativa” (p. 52). 

 

Sin embargo, el impacto de Claude Reyes no se limita al ámbito jurídico; este caso ha 

influido profundamente en la cultura política chilena, promoviendo una administración pública 

más abierta y receptiva. El cambio cultural generado por esta sentencia es evidente en el 

creciente uso de mecanismos de transparencia activa y en el aumento sostenido de solicitudes 

de acceso a la información pública. Según datos del Consejo para la Transparencia, el número 

de solicitudes pasó de menos de 10 000 en 2009 a más de 100 000 en 2022 (Consejo para la 
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Transparencia, 2022), lo que refleja no solo un cambio en las prácticas estatales, sino también 

un empoderamiento ciudadano que fortalece los pilares democráticos. 

 

En este sentido, es importante resaltar que el legado de Claude Reyes va más allá del 

ámbito nacional. Este caso ha servido como referencia para otros países de la región que 

enfrentan desafíos similares en la consolidación de sistemas democráticos basados en la 

transparencia y la participación ciudadana. José Antonio Viera-Gallo (2009) subraya que “la 

influencia de este caso radica en su capacidad para establecer un marco normativo y ético que 

obliga a los Estados a repensar su relación con la ciudadanía, transformando la transparencia 

en un pilar indispensable del Estado de Derecho”. 

 

A pesar de los avances significativos, todavía quedan desafíos por superar, como la 

necesidad de fortalecer los mecanismos de cumplimiento, garantizar la capacitación de los 

funcionarios públicos y reducir las barreras de acceso, especialmente para las comunidades 

más vulnerables. Asimismo, es fundamental abordar las tensiones que surgen entre el derecho 

a la información y las excepciones legítimas, como la protección de datos personales y la 

seguridad nacional, para garantizar un equilibrio adecuado entre transparencia y otros 

derechos fundamentales. 

 

Finalmente, el caso Claude Reyes vs. Chile no solo redefinió el derecho de acceso a la 

información en el continente, sino que también dejó un legado perdurable en la democracia 

chilena. Su impacto se refleja en el desarrollo normativo, en el fortalecimiento de la cultura 

política y en la transformación de las prácticas administrativas. Como bien afirma Jürgen 

Habermas (2006), “una democracia solo es viable si sus ciudadanos tienen acceso a la 

información necesaria para participar de manera activa y crítica en los asuntos públicos” (p. 

251). Este caso es un recordatorio de que la transparencia no es un fin en sí mismo, sino un 

medio para construir sociedades más justas, inclusivas y participativas. El desafío actual es 

continuar consolidando este legado, asegurando que el acceso a la información sea una 

herramienta efectiva para fortalecer la democracia y proteger los derechos fundamentales de 

todos los ciudadanos. 
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